	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

El ciudadano CARLOS VIDAL SÁNCHEZ CHIONG, representado por los abogados Luis Rafael Oquendo y Marisol Márquez de Nóbrega, demandó en cobro de prestaciones sociales a la empresa UNIVERSAL MUSIC VENEZUELA, S.A., representada por los abogados Katiuska Galíndez Datica, Juan Carlos Delgado González, Arturo León Piñango y Alejandro Ubieta Roque, ante el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual declaró parcialmente con lugar la demanda.

El Juzgado Superior Primero del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, conociendo por apelación de las partes, dictó sentencia definitiva en fecha 22 de junio de 2004, declarando sin lugar la apelación de la parte actora, parcialmente con lugar la apelación de la parte demandada y la demanda.

Contra cuyo fallo, anunció y formalizó oportunamente, la parte actora, recurso de casación. Hubo contestación.

En fecha 17 de enero del año en curso tomaron posesión de sus cargos los Magistrados designados por la Asamblea Nacional según Gaceta Oficial del 14 de diciembre de 2004, doctores Luis Eduardo Franceschi Gutiérrez y Carmen Elvigia Porras de Roa, en virtud de lo cual esta Sala queda conformada por cinco Magistrados a partir de la fecha indicada.

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales, celebrada la audiencia oral, pública y contradictoria en fecha 10 del corriente mes y dictándose en la misma la decisión oral e inmediata prevista en el encabezamiento del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pasa en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar la sentencia contemplada en dicha norma, en los términos siguientes:

RECURSO POR INFRACCCIÓN DE LEY

-ÚNICO-

Al amparo del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, sin precisar el numeral respectivo, el formalizante denuncia que la recurrida:

“…incurre en los siguientes graves vicios: 1) Desacato de la doctrina sentada por la Sala; 2) Contraviene la recurrida los artículos 89 y 94 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; 3) Aplica incorrectamente el artículo 3º de la Ley Orgánica del Trabajo; 4) Desaplica el carácter de orden público de las instituciones del Derecho del Trabajo con lo que contraviene los artículos 10 y 78 de la Ley Orgánica del Trabajo; 5) Valora erradamente una prueba (supuesto finiquito) el cual confunde con una transacción y le asigna tal valor y consecuente efecto de cosa juzgada que no tiene ni puede tener; 6) Por falsedad en el fallo derivado de la calificación errada como finiquito a un documento que no tiene ese alcance; 8) Por discriminatoria ya que considera falsamente que nuestro representado, circunstancialmente residenciado fuera de Venezuela, con salario en dólares pero con gastos en dólares (para él y su familia) con lo que se ignora el contenido del artículo 137 de la Ley Orgánica del Trabajo y artículo 21 ordinal 1º de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela…”(SIC).

Argumenta el formalizante que la recurrida, no obstante acepta que hubo continuidad en los servicios prestados por el actor en Venezuela, Estados Unidos de Norteamérica, Argentina y nuevamente en Venezuela, para un grupo de empresas constituidas como unidad  jurídico económica de la que forma parte la empresa demandada, omite la condenatoria al pago de las sumas demandadas sobre la base de la falsa valoración de un simple recibo que califica de finiquito, el cual no puede tener a su juicio ni el carácter de transacción que se le otorga, ni el efecto de cosa juzgada que se le reconoce, y que pudiera por ello poner fin anticipadamente a una controversia laboral; en cuya valoración, el sentenciador habría aplicado erradamente el concepto de equidad. 

La Sala, para decidir, observa:

La sentencia recurrida afirma la competencia de la jurisdicción venezolana para conocer de las relaciones del demandante con las distintas empleadoras en Venezuela y en el exterior, y la solidaridad entre ellas por razón de la unidad jurídico económica que ellas integran, según considera demostrado.

Establece asimismo el Sentenciador como demostrado, que el grupo Universal Music (incluida la demandada) y el actor, suscribieron un convenio mediante el cual se acordó que el demandante cesaba como Presidente de Universal Music Argentina a partir del 28 de febrero de 2002, y que le pagaban quinientos mil  dólares (US$. 500.000,00) americanos por concepto de todos los derechos laborales debidos y consagrados en las legislaciones laborales venezolana, argentina y estadounidense, en cuyo acuerdo el demandante otorgó un amplio finiquito al grupo de empresas Universal Music; y se incluyó adicionalmente el pacto de que en adelante y hasta diciembre de 2002, se desempeñaría como “asesor” en Venezuela, con una contraprestación mensual de cinco mil dólares americanos (US$. 5.000,00).

Y establece también que aun cuando el documento de ese acuerdo no llena rigurosamente los extremos de una transacción laboral, visto que el actor era un empleado de dirección, siempre en labores de la más alta gerencia, su voluntad de otorgar dicho finiquito y aceptar el cambio de condiciones de Presidente a Asesor, claramente exteriorizada en él, descarta cualquier error o vicio en la formación de la misma, de modo que la materialización del principio de equidad previsto en el artículo 2º de la Ley Orgánica del Trabajo, en el caso y en su apreciación “secundum legem”, autoriza para concluir que ese convenio de términos diáfanos debía cumplirse de buena fe, ésta última no asumida cabalmente por el demandante, quien, además de recibir el pago mencionado de quinientos mil dólares americanos (US$. 500.000,00) negó en el libelo y en la audiencia del juicio que se le hubiese pagado cantidad alguna por sus prestaciones sociales, a pesar de la existencia del “finiquito” citado y de dos “liquidaciones” previas en Venezuela; para cuyas interpretaciones, adicionalmente, el sentenciador de la recurrida consideró aplicable la flexibilización de la normativa del artículo 3º de la Ley Orgánica del Trabajo, adelantada en el fallo de esta Sala Nº 739 de fecha 28 de octubre de 2003.
En cuanto a los hechos a que se refieren esas apreciaciones de la recurrida, que la Sala considera ajustadas al contenido de los autos así como estima a derecho las conclusiones que aquella expone, no contiene la formalización impugnación alguna, pues su argumentación realmente específica se contrae a denunciar una incorrecta o errada valoración de la prueba consistente en el “finiquito” mencionado, sin que para ello se ocurra a los mecanismos de revisión del establecimiento y valoración de las pruebas.

Aunado a lo anterior, en cuanto al concreto señalamiento en el recurso de las normas indicadas como infringidas, observa la Sala, en primer lugar y respecto de las disposiciones constitucionales denunciadas, que no es de su competencia el examen directo de las mismas, como lo tiene reiteradamente establecido su doctrina. En segundo lugar y respecto de la alegada interpretación errónea del artículo 3º de la Ley Orgánica del Trabajo, que no se trata de un problema de interpretación de esa norma, sino de valoración de una prueba, como el propio recurso lo señala. En tercer lugar, que no hay infracción de los artículos 10 y 78 de la Ley Orgánica del Trabajo, desde luego que la aplicación territorial de la ley venezolana a los contratos laborales celebrados en Venezuela es reconocida por la recurrida. Y por último, que tampoco puede considerarse infringida en abstracto, como se lo plantea, la norma sobre productividad y participación del trabajador en los resultados de la empresa, contemplada en el artículo 137 de la Ley Orgánica del Trabajo.

En consecuencia de lo expuesto, se declara sin lugar la presente denuncia.

DECISIÓN

Por las razones expuestas, esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el presente recurso de casación contra la sentencia definitiva de 22 de junio de 2004, dictada por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. 

De conformidad con lo dispuesto en el último aparte del artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en concordancia con el 59 eiusdem, se condena al recurrente en las costas del recurso.

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente a la Coordinadora Judicial del Régimen Procesal Transitorio de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, participando lo conducente al Juzgado Superior antes mencionado.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas, los diecisiete   (17) días del mes marzo    del año 2.005. Años: 194° de la Independencia y 146° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

___________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ




            El-

Vicepresidente, 

Magistrado y Ponente,

 _______________________________                        _______________________

 LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ
                       JUAN RAFAEL PERDOMO

Magistrado,






              Magistrada,

____________________________                             _______________________________________

ALFONSO VALBUENA C.                        CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

El Secretario, 
___________________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA

R. C. Nº AA60-S-2004-000942
Nota: Publicada en su fecha a las   

Dejando constancia de que la presente decisión no la firma el Magistrado Doctor Omar Alfredo Mora Díaz, debido a que no estuvo  presente en la audiencia pública por motivos justificados.

El Secretario,

